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Los bombardeos aéreos de la OTAN sobre la Fe-
deración Yugoslava han supuesto un giro esencial
en la historia de las relaciones internacionales. La
guerra, que había sido desterrada de nuestro hori-
zonte político y existencial como un mal absoluto
solemnemente prohibido por los pactos internacio-
nales y constitucionales suscritos tras la segunda
guerra mundial, ha sido legitimada por un coro de
consensos -a derecha y sobre todo a izquierda,
en Italia y más aún en los demás países de la
Alianza- únicamente sobre la base de sus decla-
radas finalidades morales.

La guerra del Golfo de hace ocho años había
pretendido, al menos, legitimarse en nombre del de-
recho: como sanción y reparación autorizadas por
el Consejo de seguridad de la ONU, por la invasión
de un Estado soberano por parte de Irak. Fue, es
cierto, una débil cobertura jurídica, puesto que la
ONU no puede autorizar una guerra consistente en
bombardeos indiscriminados, sino sólo un uso con-
trolado de la fuerza en la forma prevista en el capí-
tulo VII de su estatuto. No obstante su falta de fun-
damento, se trató de una cobertura jurídica: un
obsequio a la primacía de la ONU y al papel nor-
mativo del derecho nacido de las ruinas de las gue-
rras mundiales. En cambio, en el caso de esta otra
guerra, ni siquiera se ha intentado sostener su legi-
timidad en el plano del derecho por parte de los go-
biernos de la OTAN y de casi todos los comenta-
ristas. Su legitimidad se ha sostenido y acreditado
en el plano estrictamente moral: como "guerra éti-
ca", "guerra humanitaria" o "guerra en defensa de
los derechos humanos" de las poblaciones de Ko-
sovo. Tal es la específica preciosa contribución
aportada a la guerra por la izquierda europea bue-
nista hoy en el poder en Europa.

UN GOLPE DE ESTADO INTERNACIONAL

Es obvio que estos argumentos, aunque verdade-
ramente compartidos por todos los que los defien-
den, son contradicciones en los términos, que cada
día de hostilidades con su carga de muertos y de-
vastaciones se encargó de desmentir trágicamente.
Por otra parte, no cabe observar incompatibilidad
entre la motivación oficial de la guerra y su otro ob-
jetivo "colateral", poco importa si primario o secun-
dario respecto del humanitario, pero, a diferencia de
éste, ciertamente alcanzable y en gran parte alcan-
zado: una suerte de golpe de Estado internacional
dirigido a sustituir a la ONU por la OTAN como ga-
rante del orden mundial y a relegitimar la guerra
como instrumento de solución de las controversias

internacionales. Este propósito estaba claro desde
el principio, cuando los acuerdos de Rabouillet
naufragaron precisamente por la cuestión de la in-
tervención de las tropas de la OTAN en lugar de las
de la ONU en las tareas de intermediación en el te-
rritorio yugoslavo. Y se hizo totalmente evidente con
las sucesivos rechazos por parte de los halcones
de la Alianza, de cualquier solución negociada -de
cualquier propuesta, ya fuera del Papa o de Rusia,
del gobierno italiano o del propio Milosevic- que
pudiera comportar la restitución de algún papel po-
lítico y operativo a Naciones Unidas.

El argumento moral debe ser tomado en serio por
muchas e importantes razones. Antes de nada por-
que sirvió de fundamento al consenso de la opinión
pública occidental, necesario en nuestras democra-
cias para hacer aceptable la guerra, que tendría
que cesar un minuto antes de que los sondeos de
opinión decretasen su fin. Es muy posible que deba
invertirse el orden de la relación de medio a fin en-
tre guerra y tutela de los derechos humanos, al me-
nos por lo que se refiere a la estrategia de la OTAN.
Pero el producto no cambia: la credibilidad del fin
de la tutela de los derechos humanos como justifi-
cación de la guerra-medio fue en todo caso el me-
dio necesario para acreditar el fin de la guerra y de
la afirmación del nuevo papel de la OTAN.

En segundo término, los argumentos morales ju-
garon un papel decisivo, porque el consenso en
torno a la "guerra ética" o "por los derechos" sirvió
para dar fundamento al éxito del golpe de Estado,
que aunque militar en el plano internacional debió
fundarse de nuevo en el interior de nuestras demo-
cracias en la adhesión de las mayorías. El nuevo
orden internacional proyectado por los partidarios
de la guerra es también, como el viejo, un orden
simbólico, que no podría afirmarse sin haber cam-
biado antes radicalmente, al menos en la opinión
pública de los países que cuentan, el sentido co-
mún en torno al derecho y a los derechos y a su
relación con la guerra y con la paz.

En fin, los argumentos morales deben ser toma-
dos en serio precisamente porque las contradiccio-
nes en los términos mediante las que se expresan
apuntan una crisis inquietante de la razón jurídica,
la razón moral, la razón política y la razón instru-
mental. Porque son alarmantes, y a mi juicio mo-
ralmente repelentes, no por no creíbles o por ser
fruto de interesadas mistificaciones, sino precisa-
mente porque creíbles y firmemente sostenidos con
perfecta buena fe. De aquí la necesidad de refutar-
los en su terreno, el de la filosofía moral y jurídica,
puesto que está en juego no sólo la disolución del
derecho internacional, sino también la de los mis-
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mos valores invocados para desencadenar esta
guerra, efecto éste todavía más cargado de riesgos
para el futuro de la humanidad.

GUERRA DE DERECHO

De todas las contradicciones en los términos con
las que esta guerra ha querido justificarse, la más
absurda es la que trató de presentarla como "gue-
rra por los derechos" bajo la forma del dilema "la
guerra o Auschwitz". La contradicción es en los
términos al menos por tres razones, cada una de
las cuales hizo de la guerra la antecámara de
Auschwitz. Porque la guerra es un crimen, más aún,
el más grave de los crímenes de derecho interna-
cional, en sí misma violación masiva de los dere-
chos humanos y fuente de legitimación de cualquier
atrocidad. Porque la guerra es la negación del dere-
cho, así como el derecho es la negación de la gue-
rra, y los derechos humanos y sus garantías no son
concebibles fuera del derecho, sin la mediación de
la forma jurídica. Porque, en fin, esta guerra ha su-
puesto, además de las terribles devastaciones di-
rectamente provocadas por ella, la destrucción de
la perspectiva de un orden internacional fundado en
la paz, que a su vez es el presupuesto de cualquier
forma creíble de tutela de los derechos.

Antes de analizar estas antinomias es útil recapi-
tular los numerosos perfiles de ilegitimidad jurídica
del pasado conflicto, tantas veces denunciados, de
hecho no contestados seriamente por nadie y, sin
embargo, sistemáticamente ignorados; entre otras
cosas porque la absoluta indiferencia de sus res-
ponsables ante las violaciones del derecho vigente
es un síntoma más de su voluntad de alterar con
ellas el actual orden internacional y de sustituirlo
por un orden nuevo y diverso.

La primera y llamativa violación fue de la Carta de
la ONU, que en sus dos primeros artículos no sólo
prohíbe la guerra sino que prescribe además los
"medios pacíficos" dirigidos "a conseguir la compo-
sición y la solución de las controversias internacio-
nales". Así, pues, la guerra no era, en efecto, "ine-
vitable", como postularon desde el principio
quienes, frente a los crímenes de Milosevic, pre-
guntaban: "¿qué otra cosa cabía hacer, estarse
quietos?". La Carta de la ONU no sólo dice que es
lo que no debía hacerse, esto es, la guerra, que
además de provocar directamente muertos y des-
trucciones secundó y no por casualidad el efecto
Auschwitz de desencadenar la venganza de Milo-
sevic sobre las poblaciones de Kosovo. También di-
ce qué es lo que debía haberse hecho y no se hizo:
sobre todo la negociación a ultranza mediada por el
Consejo de Seguridad, conforme a lo previsto en el
capítulo VI; en segundo término, acudir a las medi-
das sancionadoras previstas en el artículo 41, como
"la interrupción total o parcial de las relaciones eco-
nómicas y de las comunicaciones ferroviarias, ma-
rítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctri-
cas, y otros medios de comunicación, así como la
ruptura de las relaciones diplomáticas", hasta la ex-
pulsión de la ONU, prevista en el artículo 6 para el
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país miembro "que haya violado repetidaménte los
principios" contenidos en la Carta; y, en fin, el uso
regulado de la fuerza previsto en los artículos 42 a
48 por obra de fuerzas armadas de intermediación
actuantes bajo el control y conforme a los planes
del Consejo de Seguridad, que es algo muy distinto
de la guerra, como ésta es algo bien diferente de
una operación de policía.

Ninguno de estos medios se intentó seriamente.
Ni la negociación, que en lugar de respetar las for-
mas del trato se desarrolló bajo la presión de un ul-
timátum -la amenaza de los bombardeos, preci-
samente, para el caso de no aceptación del texto
de Rambouillet por parte de Serbia- con violación
del artículo 52 de la Convención de Viena sobre el
derecho de los tratados, que prohiíbe la amenaza
con el uso de la fuerza en el curso de las negocia-
ciones y declara nulo cualquier tratado concluido
bajo constricción. Ni las sanciones, dado que no
sólo no se adoptaron todas las medidas previstas
en el artículo 41, sino que ni siquiera se instó, antes
de los bombardeos, la acción penal contra Milose-
vic ante el Tribunal Penal de La Haya por crímenes
de guerra ya entonces considerados tan horrendos
y documentados como para justificar los bombar-
deos; acción penal luego promovida dos meses
después del comienzo de la guerra con el efecto de
sabotear la consecución negociada de la paz. Y, en
fin, tampoco el uso regulado de la fuerza, por la
oposición, es cierto, de Rusia y China que, puede
decirse, con razón apostaban por proseguir la ne-
gociación; oposición que fue presentada como "im-
potencia" o "bloqueo" de la ONU, cuando simple-
mente se trataba del legítimo ejercicio del derecho
de veto. Como si pudiera decirse que un parlamento
se encuentra bloqueado porque no se cuenta con la
mayoría necesaria para hacer pasar la decisión que
se desea.

La segunda violación, no menos clamorosa, fue la
del Tratado que instituyó la OTAN, que en su
preámbulo asume como fines de la Alianza los
mismos enunciados por la Carta de la ONU y confi-
gura la Alianza como exclusivamente defensiva. En
particular, se violaron: el artículo 1 del Tratado, que
compromete a los gobiernos de la OTAN en la "so-
lución de toda controversia internacional con me-
dios pacíficos"; los artículos 5 y 6, que prevén la
intervención como ejercicio de defensa reconocido
en el artículo 51 de la Carta de la ONU sólo en ca-
so de ataque armado a uno o más países miem-
bros de la Alianza, disponiendo además que el
Consejo de Seguridad sea "inmediatamente infor-
mado" para que adopte las medidas necesarias a
fin de restablecer la paz; y, en fin, el artículo 7, que
excluye que el Tratado contradiga de algún modo
las normas y las obligaciones establecidas en la
Carta de la ONU o derogue las competencias del
Consejo de Seguridad.

En tercer lugar, se violó el Estatuto del Tribunal
Penal para los crímenes contra la humanidad,
aprobadO en Roma el 17 de julio de 1998, que en
su artículo 5 prevé entre los delitos de competencia
de aquél, la agresión, es decir cualquier guerra no
defensiva. El Tratado de Roma, como se sabe, no



fue suscrito por Estados Unidos que, antes bien, lo
obstaculizó cuanto pudo, dando con ello buena
prueba de la intensidad de su preocupación por la
garantía de los derechos humanos frente a los crí-
menes de lesa humanidad. Pero fue suscrito, aun-
que todavía no ratificado, por todos los países eu-
ropeos que participaron en la guerra de la OTAN.

En cuarto, aunque no último lugar, se violó la
Constitución italiana, sobre todo su artículo 11 que,
tomando la palabra a la Carta de la ONU, afirma:
"Italia repudia la guerra como instrumento ofensivo" y
"como medio de resolución de las controversias in-
ternacionales"; y otro tanto ha ocurrido con el artículo
78, en virtud del cual "las Cámaras deciden la decla-
ración del estado de guerra y confieren al gobierno
los poderes necesarios". En el caso de Italia las Cá-
maras no tomaron ninguna decisión, ni se produjo la
declaración de guerra que el artículo 87.9º enco-
mienda al presidente de la República, hasta el punto
de que, en rigor, de ser cierto que, como entonces
sostuvieron algunos, formalmente no llegó a produ-
cirse ninguna guerra, las devastaciones y las matan-
zas provocadas por los bombardeos OTAN, como
delitos de estragos y crímenes, serían materia del
Código Penal ordinario.

Por último, y es la violación más vergonzosa, es-
tán los crímenes de guerra, para cuyo conocimiento
son competentes el Tribunal Penal para los delitos
de la ex Yugoslavia y nuestras propias jurisdiccio-
nes nacionales. La guerra "humanitaria" de la
OTAN, además de haber sido en sí misma una vio-
lación del derecho internacional y constitucional, se
desarrolló con actos y modalidades -la garantía de
inmunidad para quien bombardeaba al precio de
diarios y sangrientos errores "colaterales"- que
fueron otras tantas clamorosas violaciones de los
principios del llamado "derecho humanitario de gue-
rra" pertenecientes a la tradición internacionalista
anterior incluso a la Carta de la ONU, que se con-
creta en el derecho internacional consuetudinario,
la Convención de La Haya de 1907, las diversas
Convenciones de Ginebra, anteriores y posteriores
a la segunda guerra mundial. Entre estas violacio-
nes se cuentan los ataques aéreos de la OTAN, que
provocaron, como efectos no queridos pero cierta-
mente no imprevisibles, millares de víctimas civiles,
culpables tan sólo de no haber sido capaces de li-
berarse de un régimen despótico y criminal. En par-
ticular, el bombardeo del edificio de la televisión
serbia durante la noche del 23 de abril, producido no
por error sino en virtud de una acción preordenada y
abiertamente reivindicada por los comandos de la
OTAN, con el resultado de la muerte de 11 de las 15
personas que allí se encontraban; acción ésta que,
dirigida a conciencia contra "civiles", es claramente
calificable de "crimen de guerra", conforme a los artí-
culos 35, 48, 50 Y 51 del I protocolo de Ginebra de
1977 (ratificado en Italia mediante la ley 672 de 1985)
y al artículo 174 del Código Penal Militar de Guerra. A
lo anterior hay que añadir, en fin, que la OTAN hizo
uso de armas prohibidas por la Convención de Gine-
bra de 1980 (ratificada por Italia mediante la ley 714
de 1994), tales como las bombas de fragmentación y
los proyectiles con uranio empobrecido.

GUERRA Y MORAL

Así, pues, puede afirmarse que la OTAN que-
brantó de forma patente todas las reglas, constitu-
cionales e internacionales, de la convivencia civili-
zada. El argumento inmediatamente moral con el
que se justificaron tales violaciones es el clásico del
estado de necesidad y de la emergencia: la necesi-
dad de defender los derechos humanos de las po-
blaciones de Kosovo violados por las atrocidades
de Milosevic, a la que no cabía hacer frente con
otros medios. Ahora bien, nada mejor que esta jus-
tificación para poner de relieve la rotura, a que an-
tes hice alusión, del nexo entre medios y fines en
todos los planos de la razón práctica, tanto el de la
racionalidad instrumental, como los de la racionali-
dad moral, la racionalidad jurídica o la racionalidad
política.

La refutación más trágica de la tesis moral de la
justificación de esta guerra como medio de tutela de
los derechos humanos tuvo su origen, justamente,
en los efectos provocados por ella y frontal mente
opuestos a los fines declarados. Es bien cierto que
las matanzas y la limpieza étnica habían comenza-
do antes de los bombardeos. Pero hasta el 23 de
marzo tuvieron un alcance limitado, aunque sólo
fuera por el control de la opinión pública merced a
la presencia de la prensa, las televisiones y los ob-
servadores de la OSCE. Después del 23 de marzo,
la crisis humanitaria se transformó en catástrofe.
Además de sembrar destrucciones y muertos entre
la población de Serbia y Kosovo, la agresión de la
OTAN multiplicó por diez los estragos en las pobla-
ciones kosovares y las expulsiones masivas por
obra de las tropas terroristas de Milosevic, sin que,
por lo demás, los gobiernos de la OTAN que tenían
el deber de prevenir todo esto, convencidos como
estaban de hallarse ante un nuevo Hitler, se hubie-
ran preocupado siquiera de preparar algún plan de
acogida.

Todo esto hace moralmente repugnante la califi-
cación de esta guerra de "ética" o "humanitaria".
Sobre todo porque el medio empleado para alcan-
zar el fin humanitario consistió en el castigo de per-
sonas inocentes, en virtud de una suerte de res-
ponsabilidad colectiva. Adviértase: no de inocentes
también, sino sólo de víctimas inocentes. Y asimis-
mo porque supuso una flagrante violación del prin-
cipio kantiano de la ética moderna conforme al cual
ninguna persona puede ser usada como medio pa-
ra fines ajenos. En oposición a este principio, la
idea de que el bien puede alcanzarse con cualquier
medio, incluso a cosa de enormes sufrimientos y
sacrificios (generalmente de otros), es el rasgo más
característico del fanatismo.

En segundo lugar, por la total y patente incon-
gruencia entre el medio de la guerra y el declarado
fin humanitario, que ha tratado de cubrirse con el
manto de la racionalidad instrumental. La racionali-
dad de un acto se mide enteramente por su con-
gruencia con el fin que mediante él se pretende al-
canzar. Si este acto, además de enormes costes de
sufrimientos directamente producidos por él, es no
sólo inidóneo sino directamente contrario a los no-
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bles fines declarados, entonces es brutalmente irra-
cional e irresponsable. En general, y tanto más en
política, la única ética que cuenta es la de la res-
ponsabilidad y no la de las intenciones, la de los
efectos provocados y no la de los fines persegui-
dos. Y perseverar en el trágico error una vez que
los efectos se han manifestado de forma clamorosa,
quiere decir pasar de la irresponsabilidad a la co-
rresponsabilidad. Con la agravante de que los
efectos de la acción acometida no sólo eran previ-
sibles y quizá, incluso, se previeron, sino que tam-
poco fueron adecuadamente afrontados. Al extremo
de que, al cabo de dos meses, no se había desti-
nado a la asistencia de los prófugos kosovares, pa-
ra la defensa de cuyos derechos se puso en mar-
cha la máquina de la OTAN, ni siquiera la
quincuagésima parte de los recursos invertidos en
los gastos de guerra.

Ahora bien, aun admitida la imprevisión inicial,
¿cómo fue posible no reconocer el error y no desis-
tir de él, tras el fracaso de la operación, evidente
desde los primeros días, una vez que en respuesta
a los bombardeos Milosevic expulsó de Kosovo a
los observadores de la OSCE y a los periodistas,
intensificó sin inmutarse sus operaciones de limpie-
za étnica y vio crecer el consenso en torno a él y
disolverse la oposición? La respuesta a estas pre-
guntas la dieron día a día, con cándido cinismo, los
vértices de la OTAN y los creadores de opinión: ce-
sar los bombardeos habría significado reconocer el
error y. con ello, la derrota de la OTAN. Lo que equi-
valía a decir que para el mando de la OTAN el fin de
los bombardeos nunca fue la tutela de los derechos
humanos de los kosovares, sino abiertamente otro:
no admitir la verdad, no reconocer el error y con él
las propias responsabilidades en el desastre.

GUERRAV DERECHOS HUMANOS
Hay además un segundo perfil, más propiamente

filosófico-jurídico, de la relación medio guerra/fin
humanitario de la tutela de los derechos, que mere-
ce ser analizado. La incongruencia clamorosa entre
tal medio y tales fines no es en efecto casual, sino
el reflejo de la antinomia entre guerra y derecho y
entre guerra y derechos enunciada por Hobbes en
los orígenes de la moderna civilización jurídica,
pues la guerra es la negación del derecho y de los
derechos, en primer lugar, del derecho a la vida, del
mismo modo que el derecho es la negación de la
guerra.

La calificación de aquella guerra como "inevitable"
instrumento de garantía de los derechos expresa
por eso una absurda contraposición entre derechos
y derecho, entre la sustancia y las formas de toda
posible tutela de los derechos humanos: como si las
formas fueran procedimientos vacíos y no las técni-
cas de garantía de los derechos, y el derecho fuese
un fetiche en lugar de un sistema de reglas racio-
nales dirigidas a reducir al mínimo la violencia y el
arbitrio. fruto del pacto social que está en la base
de toda convivencia pacífica y civil, tanto estatal
como interestatal. De este modo, es precisamente
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la ruptura de las reglas lo que explica no sólo la
quiebra del fin humanitario, sino también las enor-
mes responsabilidades de la guerra, directas e indi-
rectas en la violación de los derechos tanto de las
víctimas serbias como de las kosovares. Ya que la
guerra es regresión al estado salvaje no sólo en las
relaciones internacionales sino también en las de
carácter interno, en las que sirve para secundar y
cubrir, como ocurrió en Kosovo tras el inicio de los
bombardeos, cualquier posible infamia. No sólo en
la actualidad, sino siempre, los peores crímenes
contra la humanidad -incluido el holocausto- han
sido alimentados y a la vez ocultados por la lógica
de la guerra.

Por otra parte, esta ruptura del nexo entre dere-
cho y derechos, que se expresa en la idea de que
los derechos pueden ser tutelados con medios an-
tijurídicos e incluso mediante la guerra que es su
negación, es el síntoma de un nuevo fundamenta-
lismo que implica el riesgo de oponer el Occidente
de los derechos al resto del mundo y que reproduce
la misma obsesión identitaria que es propia de la
guerra étnica de Milosevic al que se buscaba de-
rrotar. De un lado Occidente, del otro el resto del
mundo al que se imponen por la fuerza los valores
occidentales. No es la primera vez que esto sucede.
Occidente siempre ha justificado sus guerras -sus
cruzadas, sus conquistas y sus colonizaciones- en
nombre de sus propios valores: primero como mi-
siones de evangelización y después como misiones
de civilización. Pero esta vez la contradicción es in-
comparablemente más llamativa, dado que el nuevo
fundamentalismo apela precisamente a los dere-
chos, que por su misma naturaleza excluyen la gue-
rra y remiten a la mediación jurídica, generando el
riesgo de que puedan resultar así descalificados
como el último engaño de Occidente.

Insisto en esta antinomia entre guerra y garantía
de los derechos humanos dado que resultó increí-
blemente ignorada por la mayor parte de los co-
mentaristas. La primera regla que distingue las téc-
nicas de garantía de los derechos humanos,
incluidas las coercitivas -piénsese en el derecho
penal y en el empleo de las fuerzas de policía- es
la no punición del inocente. En esto radica la dife-
rencia, no de forma sino de sustancia, entre la
"guerra" y el "empleo de la fuerza" que regula el ca-
pítulo VII de la Carta de la ONU. Es la misma dife-
rencia que separa la pena de la venganza, el dere-
cho del hecho de tomarse la justicia por la propia
mano: una es la negación de la otra y se define
precisamente por esto. La guerra es por naturaleza
un uso desmedido e incontrolado de la fuerza, diri-
gido al exterminio del adversario. Una operación de
policía se limita, en cambio, al uso de la fuerza es-
trictamente necesario no para "vencer" sino sólo
para restablecer la legalidad violada. Una guerra
está inevitablemente destinada a plegarse a los fi-
nes y a los intereses particulares de los Estados a
los que se confía su realización. Una operación de
policía no tiene otro fin que el de garantizar los de-
rechos y la paz, al mismo tiempo.

Naturalmente, la guerra puede resultar bastante
más eficaz y resolutiva que el uso de la fuerza en



las formas previstas por el derecho. Pero, precisa-
mente, en esto radica la diferencia esencial entre
ambas cosas. El derecho -es decir la negociación
paciente, los diversos tipos de embargo, y por últi-
mo el uso regulado y controlado de la fuerza, con
sus formas, garantías y procedimientos- es por su
misma naturaleza un medio más costoso, más lento
y menos eficaz que el uso desregulado e ilimitado
de la fuerza que es la guerra. Y entre sus costes
está siempre el riesgo de una cierta inefectividad.
Nadie sostendría que el derecho penal interno sea
siempre efectivo. En Italia el Estado no consigue
acabar con la mafia. Pero nadie piensa que para
derrotarla sea lícito acudir a cualquier medio, como
lanzar bombas sobre las localidades mafiosas, la
tortura o el fusilamiento de los sospechosos; o que
para detener el robo de un banco la policía pueda
intervenir con bombas, carros armados y provocar
estragos.

De todo esto se sigue que hoy se han hecho in-
sostenibles todas las viejas doctrinas de la "guerra
justa" como legítima "sanción" de ilícitos internacio-
nales, como lo son sin duda las violaciones de los
derechos humanos. No sólo porque la misma cate-
goría de la "guerra justa" fue desterrada por la
Carta de la ONU al declarar "ilícita" cualquier guerra
no defensiva, sino también porque la guerra ha
cambiado de naturaleza. Las guerras tradicionales,
que es para las que fue pensada la doctrina de la
guerra justa, todavía hasta el siglo pasado consis-
tían en confrontaciones circunscritas, entre ejércitos
profesionales que se enfrentaban en el campo de
batalla directamente mandados por sus reyes y ge-
nerales. Eran una especie de duelos o torneos a los
que permanecía ajena la población civil. Cosa muy
distinta es la guerra contemporánea; no sólo la
atómica sino también la convencional, que se lleva
a cabo con misiles y bombardeos sobre las ciuda-
des y que, por naturaleza, es un instrumento de
destrucción desmesurada e incontrolable que se
abate en particular sobre las poblaciones civiles. De
ello es buena prueba el crecimiento exponencial de
los porcentajes de víctimas civiles en las guerras de
este siglo. Pero nunca se había dado la paradoja
que fue el carácter distintivo de esta guerra, mejor,
de las dos guerras simultáneas, la de Milosevic
contra las poblaciones inermes de Kosovo y la de la
OTAN con sus bombardeos sistemáticos de todo el
territorio yugoslavo. En estas dos guerras no se
produjeron víctimas entre los agresores sino sólo
entre las poblaciones agredidas. De aquí el carácter
"terrorista" de ambas, en el sentido literal de que
ambas estuvieron dirigidas a sembrar el terror en
las poblaciones: en la de Kosovo entregada como
rehén a Milosevic; en la serbia, bombardeada por la
OTAN para que se convencieran de que debía re-
belarse contra su régimen.

Por eso la guerra ya no puede concebirse como
"sanción" de los crímenes contra la humanidad, por
graves que sean. Porque la guerra actual es por su
propia naturaleza violencia desmedida que inevita-
blemente golpea a inocentes, en contraste con ese
principio fundamental de derecho y de justicia que
es el de la responsabilidad personal. No hay duda

de que Milosevic es responsable de gravlslmas
violaciones de los derechos humanos. Sólo que la
sanción de la guerra no le golpeó a él sino al pue-
blo yugoslavo. Este es el otro punto esencial que
ha sido constantemente ignorado. Se dijo que esta
guerra había sido querida e iniciada por Milosevic
contra los albaneses de Kosov.o Era cierto. Pero
este argumento ignoraba el hecho de que los
bombardeos y las masacres se dirigieron contra
quienes no eran responsables de sus culpas. No
conocemos el número -centenares o millares-
de víctimas serbias. Pero sabemos con certeza
que se trató de víctimas inocentes, que no tenían
ninguna responsabilidad en los crímenes de Milo-
sevic y a los que Occidente hizo pagar la única
culpa de vivir bajo la dictadura de aquél. Bastaría
esto para excluir la legitimidad de la guerra, pues
ningún ilícito, ninguna razón, justifica la matanza
de millares de inocentes.

GUERRA V POLlTICA

Pero la guerra de la OTAN no sólo ha tenido
efectos contrarios a sus proclamadas finalidades
morales y de tutela de los derechos. Si, de una
parte, la misma trató de legitimarse como medio de
solución de conflictos y ha minado la credibilidad
futura del derecho internacional en su totalidad, de
otra, ha fracasado de manera clamorosa, en el te-
rreno de la racionalidad política, como medio de
solución militar de las controversias internacionales.

Sobre todo, en lo relativo al destino futuro de Ko-
sovo. La guerra, que ha alejado la posibilidad de
una superación del conflicto étnico entre serbios y
albaneses, no ha podido tampoco conducir a una
solución militar de la tragedia de Kosovo. Desenca-
denada para garantizar el derecho a la autodeter-
minación de Kosovo, ha destruido tanto el objeto
como a los sujetos de este derecho. Ha devastado
el territorio kosovar, es decir el objeto del derecho a
la autodeterminación, reduciéndolo a un montón de
escombros. Ha contribuido directamente o en todo
caso favorecido el exterminio de millares de kosova-
res, que eran los sujetos de ese mismo derecho. No
se ve cómo será posible después de esta tragedia
una convivencia entre albaneses y serbios en la re-
gión de Kosovo, cualquiera que sea el estatuto de
autonomía o de independencia que se le asegure.
En el mejor de los casos se formarán uno o quizá
varios estados étnicos enemigos entre sí, con mino-
rías perseguidas en el interior de cada uno de ellos.

En segundo lugar, para el futuro de Serbia. Como
todos tuvieron que reconocer de forma unánime, los
bombardeos, según era de preveer, produjeron el
efecto inmediato de reforzar el poder de Milosevic y
el consenso de la opinión pública serbia en torno a
él. Muchos creadores de opinión dijeron y repitieron
que una vez iniciada la guerra era preciso llegar
hasta el fondo, hasta eliminar a Milosevic y forzar la
instauración de un Estado democrático de derecho
en Serbia: la vieja vocación de imponer por la fuer-
za los valores de Occidente, en este caso incluso la
democracia y el Estado de derecho. Pero era una
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pía ilusión. Dusan Reljic, exponente de la oposición
serbia a Milosevic, dijo ya al comienzo de los bom-
bardeos, que la primera bomba sobre Belgrado ha-
bía anulado diez años de lucha democrática contra
Milosevic.

En tercer lugar, esta guerra ha sido un fracaso en
lo que se refiere al futuro de las relaciones entre
Occidente y Oriente, incluso entre los países ricos y
el resto del mundo. Levantó de nuevo el muro que
separaba a Europa del bloque del Este, que había
sido derribado diez años antes. Fue el signo de una
absoluta falta de confianza en las perspectivas de
una lucha política pacífica y democrática por la
construcción del Estado de derecho y de la paz en
los países del Este. En efecto, Occidente hizo esta
vez exactamente lo mismo que siempre había re-
prochado al comunismo soviético: imponer violen-
tamente sus propios valores. Si ayer la imposición
del socialismo por la fuerza, esta vez lo impuesto
por la fuerza sería la democracia y el respeto de los
derechos humanos. Lo que, en rigor, supondría lle-
var la guerra a cada rincón del planeta, incluidos
muchos países occidentales. El resultado es el fin
de la credibilidad de Occidente y sus valores demo-
cráticos en los países del Este, testimoniado por el
crecimiento del nacionalismo eslavo y del antiocci-
dentalismo, no sólo en Serbia sino también en Ru-
sia y en todos los países eslavos.

Prefiero no hablar siquiera de la forma en que una
situación tan explosiva podría incidir en el equilibrio
mundial, por ejemplo, de la posibiidad de que en las
próximas elecciones presidenciales rusas, en las
que seguramente influirán los humores y las frus-
traciones nacionalistas del electorado, resultase
elegido un Milosevic ruso que reabriera la guerra
fría o, a lo peor, una guerra caliente. Me limito a re-
gistrar que esta pérdida de credibilidad de Occi-
dente y de nuestros valores de democracia es la
más grave derrota de los países de la OTAN en esta
posguerra y la auténtica victoria regalada por ellos
a Milosevic.
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Así, a la vista de cuál fue el desarrollo y la esca-
lada del conflicto, tenemos que preguntamos si
hemos asistido a una explosión de locura o a una
también loca pero calculada estrategia: la afirma-
ción de las razones de la fuerza sobre las del dere-
cho, de la vieja lógica de potencia sobre los princi-
pio de la paz; la descalificación de la ONU y del
derecho internacioinal, en la perspectiva de un
nuevo orden mundial (y desorden) basado en el
dominio no sólo económico sino también militar de
las potencias occidentales y de nuestras democra-
cias ricas.

A la vista de este panorama las responsabilida-
des de la cultura son enormes. Durante el tiempo
que duró la guerra menudearon las referencias, de
distintas procedencias, a la inutilidad de las lamen-
taciones de los intelectuales, de sus manifiestos, de
sus análisis, de sus protestas. No estoy de acuerdo.
Es cierto que aquellos manifiestos no evitaron un
solo bombardeo. Pero contribuyeron a la formación
del sentido común y del imaginario colectivo en tor-
no a la ilegitimidad de la guerra y sobre los efectos
perversos y enormes peligros derivados de ella.
Esta guerra habría sido aún más desastrosa si hu-
biera recibido el tácito aval de la cultura política y
jurídica. Por el contrario, una condición para superar
las desastrosas consecuencias, no sólo materiales
sino también culturales y políticas que se han se-
guido de ella, es que sea estigmatizada y recorda-
da como una trágica y gravísima culpa. Sólo de
este modo la guerra no se convertirá en el acto
constituyente de un nuevo orden/desorden mundial;
y el golpe de Estado intentado con ella fracasará si
se toma conciencia de que ha significado un de-
sastre moral, jurídico y político para Occidente, sólo
reparable con un renovado "nunca más" a la guerra
como medio de resolución de las controversias in-
ternacionales.

(Traducción de Perfecto ANDRES IBAÑEZ).




